



284

	

JoséM. VIVANCO

tatar un hecho, entrevistando directamente a los testigos, vícti-
mas o sus familiares.

En resumen, la fuerza moral de una ONG de derechos hu-
manos y, por consiguiente, el efecto de sus denuncias depende-
rá, en gran medida, de la rigurosidad de la metodología de in-

vestigación, del prestigio alcanzado y de su credibilidad.

Más adelante, veremos cómo las ONG han comenzado a
usar los mecanismos internacionales de protección jurídica de
los derechos humanos tanto en Naciones Unidas como en la

Organización de Estados Americanos. Tal es el caso del Centro

por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), ONG que
utiliza los tratados internacionales para proteger a víctimas de
violaciones a los derechos humanos en distintos Estados de
América Latina yel Caribe.







III. Respuestas de los Estados a las Críticas
Formuladas por las ONG











1. ¿Cuál debería ser la reacción estatal frente a la crítica?

Los Estados criticados por su responsabilidad en violacio-
nes a los derechos humanos, deberían prestar inmediata aten-
ción a las denuncias formuladas, investigar los hechos con ab-
soluta imparcialidad, adoptar todas las medidas que sean nece-
sarias para descubrir la verdad, procesar y castigar a los res-

ponsables e indemnizar a las víctimas por los daños sufridos.
De igual modo, el Estado está obligado a cumplir con su obli-

gación de prevención, es decir, debe asegurarse que las viola-
ciones cometidas no se repetirán. Para esto es muy importante
que los autores de las violaciones a los derechos humanos, tan-
to a nivel individual como institucional, comprendan que su
conducta criminal no es admitida ni tolerada por las autorida-
des de gobierno.

Asimismo, silo que se persigue es el fortalecimiento del es-
tado de derecho y el concepto de ley y orden en la sociedad,
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también es importante que el pueblo perciba que todos los ciu-
dadanos se encuentran sujetos al respeto a una misma ley y
que quien delinque, civil o uniformado, está obligado a respon-
der por sus actos. La percepción de doble estándar que genera
la impunidad, no solo estimula la comisión de nuevas violacio-
nes sino que corroe las bases del estado de derecho y lesiona
seriamente la fe del pueblo en el sistema democrático de go-
bierno.

En principio, los Estados que ratifican un instrumento in-
ternacional que protege los derechos humanos lo hacen porque
de buena fe entienden que cualquier ciudadano puede even-

tualmente ser víctima de una violación a sus derechos y que
debe contar con recursos nacionales e internacionales adecua-
dos y eficaces para responder ante esta circunstancia. Sin em-

bargo, como veremos a continuación, la mayoría de los Estados

que son acusados de violaciones graves a los derechos huma-
nos, normalmente reaccionan defensivamente, en contradic-
ción con las promesas formuladas a la comunidad internacio-

nal y nacional al momento de ratificar los instrumentos de pro-
tección.









2.	 Los Estados normalmente reaccionan defensivamente

Como veremos las defensas estatales se usan no solo frente
a las críticas provenientes de las ONG, sino también cuando

para contrarrestar las denuncias provenientes de organizacio-
nes intergubernamentales, como la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos. En todo caso, se puede distinguir dos

tipos de reacción estatal que pueden operar complementaria-
mente:





2.1	 No se responde a los hechos imputados sino por el contra-
rio se persigue neutralizar a la ONG que los denuncia:

a) Principio de no injerencia en asuntos que supuestamente
serían de la estricta jurisdicción interna del Estado. El Estado
directamente cuestiona el derecho de la ONG a opinar sobre
la situación de los derechos humanos, porque sería una mate-
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ria ajena al interés de la comunidad internacional y de exclusi-
vo interés nacional. Este argumento normalmente se usa en
contra de ONG internacionales. En el marco del sistema inte-
ramericano, México ha sido el único estado que ha utilizado
este argumento en contra de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos, en casos relativos al ejercicio de los dere-
chos políticos.

1

b) Principio del relativismo cultural, que niega la aplicación
universal de los derechos humanos yla igualdad de todos los
seres humanos. Según este principio cada sociedad, cada
pueblo, tiene formas únicas de organizarse de acuerdo con su
tradición histórica, cultura y religión, cuestión que afecta al
campode los derechos humanos. De acuerdo con aquellos es-
tados que invocan este principio, cualquier intento por parte
de una ONG de exigir el respeto por los derechos másbásicos
de la persona humana, tal como están definidos en los trata-
dos internacionales, constituye abuso colonialista inaceptable
que intenta imponer concepciones europeas occidentales que
no son compartidas por el pueblo. Obviamente, quienes utili-
zan este argumento no son las víctimas de violaciones a los
derechos humanos, sino aquellos que gobiernan. Este argu-
mento es normalmente esgrimido por regímenes no democrá-
ticos para contrarrestar la crítica formulada por ONG interna-
cionales.

c) Credibilidad de la ONG de derechos humanos atendien-
do a las motivaciones o afinidades políticas de sus integran-
tes. Se trata de levantar dudas respecto de las intenciones o
intereses de los miembros de la ONG, o inclusive sugerir que
la información denunciada tiene como único efecto favorecer
al enemigo, la subversión, etc. El Estado hace un esfuerzo por
concentrar la atención de la opinión pública en los alegados
intereses políticos de los miembros de la organización con el
propósito de dañar la credibilidad y seriedad de la informa-
ción producida por la ONG. En este sentido, creemos que
quienes se desempeñan en una ONG de derechos humanos
tienen plena libertad y derecho a participar en actividades po-
líticas, sin embargo el trabajo de la organización no puede es-
tar condicionado a dichos intereses y la información debe ser
objetiva e imparcial. Las ONG tampoco son instrumentos de
lucha política y no pueden sustituir el papel que cumplen los
partidos políticos.





En esta misma línea, muchas veces se intenta descalificar a
las ONG debido a que solo denuncian las violaciones o abusos
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cometidos por agentes del estado y nada se informa respecto
de los crímenes cometidos por grupos armados irregulares,
cuando existen. De esta manera se busca poner en duda la im-

parcialidad de la denuncia confundiendo, de paso, a la opinión

pública nacional que piensa de buena fe que las violaciones co-

metidas por grupos privados son jurídicamente equivalentes a

aquellas cometidas por agentes del estado.






2.2	 Se responde a los hechos imputados por la ONG ofrecien-

do una versión diferente de los acontecimientos, cuestio-

nando la autoría de los mismos o criticando la metodología
de investigación empleada.

a) Las autoridades reconocen los hechos pero lo califican co-
mo un crimen común o derechamente se lo atribuyen a gru-
pos insurgentes. En este tipo de casos normalmente se produ-
ce una sistemática obstrucción de justicia y encubrimiento de
los verdaderos responsables de la violación por parte de las
autoridades estatales.

b) Las autoridades cuestionan los métodos de investigación
utilizados por la ONG. Además, se alega falta de rigurosidad
por parte de los investigadores, contradicciones o imprecisio-
nes en la cronología de los hechos, falta de idoneidad o impar-
cialidad de los testigos, conclusiones antojadizas alcanzadas

por las ONG, recursos internos aún pendientes, estándar pro-
batorio muy flexible.

Las diversas actitudes que muchos Estados frecuentemente

asumen al ser denunciados por violar los derechos humanos,

ciertamente no contribuyen a desarrollar un debate racional y

transparente sobre esta delicada materia y, lo que es más im-

portante, no permite asegurar su pleno respeto. Con estas acti-

tudes, los Estados "politizan" y manipulan el tema de los dere-

chos humanos y distraen a la opinión pública del punto central

de preocupación, que es la necesidad de responder pronta y
efectivamente ante denuncias de violaciones a los derechos

fundamentales.
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IV. Las ONG y el Sistema Interamericano de
Protección de los Derechos Humanos

El sistema interamericano es un mecanismo interguberna-
mental diseñado porlos Estados del continente americano para
proteger los derechos humanos. La Convención Americana so-
bre Derechos Humanos (en adelante: la Convención) fue elabo-
rada y adoptada por los Estados miembros de la OEA en 1969.
Para que la Convención surta efectos jurídicos debe ser ratifica-
da por el Estado interesado. La función y jurisdicción de los

órganos de protección (Comisión y Corte Interamericanas de
Derechos Humanos) fue acordada y definida por los Estados

que redactaron la Convención. Los integrantes de estos órga-
nos intergubernamentales, son elegidos por los Estados miem-
bros de la OEA pero actúan a título personal. Para que un Esta-
do pueda ser demandado ante la Corte debe haber reconocido

expresamente la jurisdicción contenciosa de dicho tribunal.

La Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Hu-
manos, ofrecen importantes oportunidades a las ONG para
proteger los derechos humanosen el continente. Ami juicio, la

presentación de una denuncia ante la Comisión Interamericana
es el mejor mecanismo disponible para las víctimas y ONG que
buscan proteger los derechos humanos en América Latina.2
Como se puede ver en los otros capítulos de este Manual, el

procedimiento establecido en la Convención Americana permi-
te múltiples y concretas posibilidades de protección legala víc-
timas de abusos.

En las últimas dos décadas, la Comisión, a través de la ela-
boración de informes especiales, jugó un papel fundamental en
la denuncia de violaciones a los derechos humanos, especial-
mente frente a cuadros de masivas violaciones cometidas por
regímenesmilitares en América Latina.

El surgimiento de gobiernos civiles electos en América La-
tina ha permitido la incorporación de estos Estados a los meca-
nismos internacionales que supervisan el respeto por los dere-
chos humanos. La mayoría de los 36 estados miembros de la
OEA han ratificado la Convención Americana. Además, en la






Serie: Estudios de Derechos Humanos Tomo I






Las Organizaciones no Gubernamentales de Derechos Humanos	 289

actualidad, quince estados han reconocido la jurisdicción obli-

gatoria de la Corte (Argentina, Chile, Colombia, Costa Rica,
Ecuador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, Para-

guay, Perú, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay y Vene-
zuela). Se espera que próximamente Bolivia y Canadá ratifi-

quen la Convención y reconozcan la jurisdicción obligatoria de
la Corte.

Desgraciadamente, este incremento en las ratificaciones

por parte de gobiernos civiles no se ha traducido en un claro

apoyo a una estricta supervisión internacional en materia de
derechos humanos en la región. Entre los Estados miembros
de la OEA, existe la tendencia a creer que en las democracias
no se cometen violaciones a los derechos humanos.

Aunque se debe reconocer que, como resultado de los pro-
cesos de transiciones a la democracia en algunos países las vio-
laciones graves y masivas a los derechos humanos han dismi-
nuido, sin embargo, las llamadas violaciones endémicas o es-
tructurales son, en la actualidad, abusos frecuentes. Las viola-
ciones endémicas no son el resultado de políticas oficiales im-

plementadas por un gobierno determinado, sino que son accio-
nes que resultan del ejercicio abusivo del poder por parte de
diversas autoridades estatales, lo que va unido a la falta de vo-
luntad y recursos jurídicos eficaces que permitan prevenir y
castigar estos hechos. Por ejemplo, la brutalidad policial, con-
diciones carcelarias inhumanas y las restricciones en las liber-
tades civiles son consideradas típicamente violaciones endémi-
cas o estructurales.

Por otra parte, la Corte, cuyo origen se encuentra en la
Convención, empezó a funcionar en 1979 y constituye el máxi-
mo órgano de protección de los derechos humanos en la re-

gión. La Corte ha emitido varias opiniones consultivas y, a su
vez, ha dictado sentencias sobre temas muy relevantes para la

protección de los derechos humanos en la región.

Las primeras sentencias dictadas por la Corte, en uso de su

jurisdicción contenciosa, son relativamente recientes. En di-
chas sentencias la Corte falló en contra del Estado de Hondu-
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ras luego de concluir que era responsable de haber promovido
e impulsado una política dirigida a "desaparecer" amás de 100

personas, entre los que se encontraban Manfredo Velásquez
Rodríguez y Saúl Godínez Cruz.3

Las sentencias de la Corte son una muestra, por una parte
de la importancia que representa para las ONG trabajar con el

sistema interamericano y, por la otra, de los resultados que se

pueden alcanzar cuando existe una colaboración profesional ri-

gurosa entre organizaciones no gubernamentales locales e in-

ternacionales, familiares de víctimas de derechos humanos, y
organismos intergubernamentales encargados de proteger los
derechos humanos.

Actualmente, en el sistema interamericano, solo la Comi-
sión puede presentar casos ante la Corte. Las víctimas y las
ONG tienen acceso directo a la Comisión pero no a la Corte.
La práctica que se ha establecido, y el Reglamento de la Corte
así lo permite, es que una vez que el caso ha sido referido ante
la Corte, el denunciante y/o las víctimas pueden incorporarse
como miembros de la delegación de la Comisión, y participar
en el proceso bajo la supervisión de la Comisión.

Es indudable que las ONG dedicadas a defender los dere-
chos humanos en la región, se beneficiaron de las sentencias de
la Corte porque sentaron precedentes jurídicos de extraordina-
ria importancia, tanto desde un punto de vista sustantivo como

procesal. Por ejemplo, conceptos jurídicos como: agotamiento
de recursos internos; carga de la prueba (onus probandi); están-

dar probatorio; responsabilidad internacional del Estado; obli-

gación del estado de prevenir, investigar y castigar violaciones
a los derechos humanos y pagar indemnización económica por
los daños causados, fueron objeto de un importante desarrollo

jurisprudencial.
Para las víctimas de violaciones a los derechos humanos y

las ONG, esta primera experiencia ante la Corte (los casos hon-
dureños) generó grandes expectativas y esperanzas de mejorar
la situación de los derechos humanos en América Latina. No
obstante, aún debemos lamentar que se sigan cometiendo gra-
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ves violaciones a los derechos humanos, sin que Estados de la

región presten mayor atención a sus obligaciones jurídicas bá-

sicas reafirmadas por la Corte en sus primeros casos.

En todo caso, cabe subrayar que para una ONG de dere-

chos humanos no es fácil tramitar un caso ante un órgano in-

ternacional de la OEA o de la ONU. En este sentido, uno de

los obstáculos más serios que las ONG enfrentan para proteger
nacional e internacionalmente los derechos humanos es la falta

de información acerca de precedentes y doctrina jurídica de los

órganos encargados de proteger los derechos humanos en Na-

ciones Unidas y OEA; violaciones similares ocurridas en otros

Estados y regiones; actividades, función y estructura de los ór-

ganos intergubernamentales de protección de los derechos hu-

manos. De allí la importancia que reviste que tanto los órga-
nos de tutela, los Estados genuinamente interesados en la pro-
tección de los derechos humanos, como, desde luego, las ONG

que tengan acceso a este tipo de información publiquen sobre

esta materia y se aseguren de que los documentos cuenten con

una amplia distribución, especialmente entre aquellos que más

lo necesitan.

De igual modo, como se describe en otros capítulos de este

Manual, la tramitación de una denuncia ante cualquier órgano
internacional de derechos humanos requiere un seguimiento
constante y directo del proceso por parte del denunciante. La

presentación de denuncias individuales y el procedimiento es-

tablecido en la Convención Americana constituye un trámite

complejo y requiere una permanente atención, por parte del

denunciante.

Las ONG que acuden al sistema interamericano deben es-

tar bien informadas en cuestiones de derecho procesal y sus-

tantivo, tales como:
- calidad y peso de la prueba exigida ante instancias inter-
nacionales en casos de derechos humanos;

- metodología necesaria para probar un patrón de violacio-
nes graves a los derechos humanos;
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-	 identificación de la carga de la prueba (onus probandi) y
cómo esta carga se transfiere de una parte a la obra;

-	 requisitos y excepciones al previo agotamiento de los re-
cursos internos; y
-	 normas que regulan la participación de las víctimas y
ONG en el proceso.

Antes de concluir esta sección es importante referirse, aun-

que sea brevemente, a algunos de los principales obstáculos ju-
rídicos que la víctima de derechos humanos y las ONG deben

enfrentar cuando acuden a un órgano de protección como la

Comisión Interamericana. Lo anterior debido a que, contraria-
mente a lo que algunos Estados pudieran creer, quien denun-

cia un hecho violatorio de la Convención no se encuentra en

igualdad de condiciones frente al Estado acusado. En afecto, el

denunciante debe satisfacer un buen número de requisitos y
cuenta con serias limitaciones en su actuación; por el contrario,

el Estado tiene múltiples oportunidades de defensa.

El primero de los obstáculos que el denunciante debe supe-
rar es el requisito del previo agotamiento de los recursos inter-

nos, es decir, la víctima o su representante debe probar que an-

tes de acudir a la instancia internacional, ha hecho un esfuerzo

serio y de buena fe por resolver el problema a nivel interno,

acudiendo a las instituciones competentes y usando los recur-

sos idóneos. Se trata de otorgarle al Estado la oportunidad de

investigar, procesar y castigar al o los responsable(s) de la vio-

lación cometida, antes de verse expuesto al examen de órganos

intergubernamentales de protección de los derechos humanos.

Solo en el evento que el denunciante pruebe, prima facie, que
los recursos internos no han funcionado o que no estaban dis-

ponibles, el órgano intergubernamental estará facultado para
conocer y decidir sobre la materia.

Asimismo, el éxito de la investigación realizada por la

ONG o la víctima, dependerá de los esfuerzos que ellos reali-

cen para reunir información y evidencia que está en poder del

Estado involucrado y que normalmente es destruida. Por su

parte, la investigación conducida por la Comisión estará en

gran medida condicionada al grado de colaboración que en-
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cuentre en el Estado, al punto que si la Comisión desea hacer

una investigación en el terreno (visita in loco) debe contar con
la autorización del Estado.

Finalmente, debe tenerse especialmente en cuenta que

quien denuncia un hecho violatorio de la Convención, no está
facultado para transferir el caso a la Corte. Una vez que el caso

ha sido presentado ante la Comisión, el denunciante pierde el
control del mismo y únicamente la Comisión está facultada pa-
ra referirlo a la Corte. Ante la Corte, el Estado tendrá numero-

sas oportunidades de defensa, tal como las tuvo en el trámite
llevado a cabo en la Comisión.







V. ONG que se dedican a la Defensa

Internacional de los Derechos Humanos





Cada vez son más las ONG que invocan ante las Cortes na-
cionales, tratados internacionales de derechos humanos ratifi-

cados por un Estado. Igualmente, cada vez aumenta el núme-

ro de ONG que utilizan los tratados internacionales para de-

fender derechos humanos. A través de la representación de
víctimas de violaciones y en estrecha colaboración con ONG

locales, las ONG persiguen exigir que los Estados cumplan con

sus obligaciones internacionales adquiridas voluntariamente y
de buena fe en materia de derechos humanos. Como sabemos,
los Estados Partes en un tratado internacional de derechos hu-

manos están obligados, no solo a abstenerse de violarlos, sino

también a castigar a los responsables de dichas violaciones y a

pagar una justa indemnización para reparar los daños sufridos

por las víctimas o sus familiares.4

CEJIL presenta denuncias sobre casos individuales ante la

Comisión y hace su seguimiento ante la Corte, cuando proce-
de, todo ello de conformidad con la Convención Americana so-

bre Derechos Humanos. Los casos que CEJIL presenta no

constituyen casos aislados, muy por el contrario, son casos ilus-
trativos de una práctica generalizada de violaciones a los dere-
chos humanos. CEJIL también selecciona casos que tienen la
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potencialidad de sentar precedentes jurídicos relevantes y dar

impulso al desarrollo progresivo del derecho internacional de
los derechos humanos.5

Por último, CEJIL también asume casos en que una o va-
rias personas se encuentren expuestas a un peligro irreparable
e inminente. En este sentido, un ejemplo relativamente exitoso
lo constituyen las medidas cautelares dictadas por la Corte en
el caso Bustíos (Perú) y luego en el caso Chunimá (Guatemala).
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